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RESUMEN. Es esta una refexidn sobre algunos de los puntos negros de la legislacidn 
minera española, desde el punto de vista del Derecho administrativo, que es donde se 
encuadra la mayor parte del régimen jurídico de la minería. El objeto del debate es, por 
tanto, la problemótico jurídico-adminisrrativa del sector minero. Además de contar con un(~ 
Ley que casi ha cumplido treinta años y  que no se adapta al Estado autonómico, se destaca 
la falta de coordinación de las diversas Administraciones públicas (autonómicas, locales) 
con competencias sobre rdgimen minero, lo que provoca sifuaciones de ilegalidad o falta 
de control. darios ambientales o corzjlictos urbantsticos. 

1. INTRODUCCIÓN 

En el ‘pequeño caos” de los bienes públicos, 
el “dominio público minero”, reconocido en la 
vigente Ley de Minas, se manifiestó como un 
conjunto de viejas normas dispersas. Parece 
como si el legislador se hubiera olvidado de la 
ordenación jurídica de la minería, salvo en secto- 
res considerados estratégicos como el de la ener- 
gía, donde los cambios sí han sido importantes. 

Una situación de aparente “calma total” 
como la que emana de nuestro sistema, no exen- 
ta de problemas prácticos, me permite denunciar 
la necesidad de reformas. 

Uno de los primeros problemas de nuestro 
sistema es, pues, aclarar y concretar la normati- 
va vigente en materia de regimen minero a la 
luz de la Constitución española y del reparto 
competencia1 entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas. 

2. INDEFINICIÓN DE LA NORMATIVA 
BÁSICA DEL ESTADO 

El artículo 149.1.25” de la CE atribuye al Es- 
tado la competencia exclusiva sobre las “bases 
del régimen minero y energético”. Ello significa 
que la minería es una competencia compartida 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas, 
correspondiendo al Estado la definición de las 
bases o normativa básica. De la amplitud del con- 
cepto de bases dependerá el margen de actuación 
de las Comunidades Autónomas con vistas, fun- 
damentalmente, a la elaboración de futuras nor- 
mativas propias de desarrollo. 

El problema radica en saber exactamente cuál 
es la normativa básica sobre el régimen minero. 

2.1. LAS BASES SOBRE RÉGIMEN MINERO 
ESTÁNEN UNALEYPRECONSTITLXIONAL 

Este problema se encuentra todavía pendiente 
de solución. Mientras el Estado no se decida a dar 
el paso definitivo hacia la elaboración una Ley Bá- 
sica del Sector Minero, la LMi. (que tiene ya treinta 
años) constituye la normativa básica en la materia. 

El Tribunal Constitucional ha aceptado que 
la normativa básica pueda estar en una norma 
preconstitucional como la Ley de Minas. Las 
Comunidades Autónomas conservan. no obstan- 
te, un margen para llevar a cabo una “política 
propia” sobre la materia. Como dice la STC 50/ 
1999, de 6 de abril, “la definición de las bases 
en el ámbito de la legislnción compartida tiene 
por objeto crear un marco normativo unitario 
de aplicación a todo el territorio nacional, den- 
tro del cual las Comunidades Autónomas dis- 
pongan de un margen de actuación”. 

2.2, VIABILIDAD DE CONSIDERAR LOS RE- 
GLAMENTOS MINEROS COMO NORMATIVA 
BÁSICADELESTADO 

A falta de una definición clara en las propias 
normas mineras, corresponde a las Comunidades 
Autónomas inferir o interpretar el carácter bási- 
co de la normativa minera y desarrollar lo que el 
legislador o el Gobierno autonómico considere 
“básico del Estado” en el sector de la minería. 

En todo caso, el Estado podrá impugnar la 
legislación autonómica ante el Tribunal Consti- 
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tucional, el que entonces fijará definitivamente 
lo que hay que considerar como básico. 

En conclusión. averiguar la extensión de la 
normativa estatal bkica sobre régimen minero es 
una labor interpretativa porque el Estado no ha 
definido lo que es bksico y hay que inferirlo de los 
criterios seguidos por el Tribunal Constitucional. 

Además. las Comunidades Autónomas no 
han de esperar a que el Estado apruebe la nor- 
mativa básica para poder legislar. 

2.3. CO‘~IPETENCIAS DE LAS ADMINISTRA- 
CIONES AUTONó;MICAS 

Las Administraciones autonómicas han asumi- 
do la mayor parte de las funciones y servicios que 
antes correspondían al Ministerio de Industria, 
siempre que afecten exclusivamente a su ámbito 
territorial, como las autorizaciones de recursos de 
la sección A), de aguas minerales y termales y 
demás recursos de la sección B). el otorgamiento 
de permisos de exploración, investigación y con- 
cesiones de explotación de recursos de la sección 
C), la aprobación de planes de labores y de restau- 
ración, así como la inspección, vigilancia y la po- 
testad sancionadora en materia de minas. 

2.4. COMPETENCIAS DE LAS ADMINISTRA- 
CIONES LOCALES 

Las Corporaciones locales tienen un impor- 
tantísimo papel en la ordenación del sector mi- 
nero. Sus competencias son, esencialmente, 
ambientales (art. 25.2.f) LRBRL) y urbanísti- 
cas (art. 25.2.d) LRBRL). Los municipios, ade- 
más, pueden dictar Ordenanzas mineras que re- 
gulen la explotación de canteras, según prevé 
el artículo 17.3 de la Ley de Minas. 

En la Ley Reguladora de las Bases de Régi- 
men Local de 1985 no existe ninguna atribución 
nominal expresa de competencias a los munici- 
pios relacionadas con la actividad extractiva mi- 
nera, cualquiera que sea la tipología material de 
los productos minerales. No obstante, algunos 
preceptos de la LRBRL podrían servir de apoyo 
para proponer y defender una mayor interven- 
ción municipal en las actividades extractivas. 

3. EL DOMINIO PÚBLICO MINERO 
DESDE LA PERSPECTIVA DEL DERE- 
CHO COMPARADO. DOMINIO Pú- 
BLICO, OFFENTLICHE SACHEN Y 
RESERVA DE AUTORIZACIÓN EN EL 
SISTEMA ALEMÁN COMO EJEMPLO 

Como he tenido ocasión de exponer en un 
trabajo anterior (Moreu Carbonell: 2000). el 

Derecho alemán opta por un sistema de ordena- 
ción de la minería denominado prohibición 
preventiva con reserva de autorización 
(präventives Verbot mit Erlaubnisvorbehait), 
que se basa en dos principios fundamentales: la 
separación del suelo y el subsuelo, y la prohi- 
bición de investigar y explotar recursos mine- 
ros sin autorización previa, que garantizará a 
sus titulares un derecho público subjetivo a de- 
sarrollar las actividades de investigación o ex- 
plotación de los recursos. 

Hay que aclarar, no obstante, que tal sistema 
ni siquiera se aplica a todas las actividades mine- 
ras, sino tan solo las que tengan por objeto los 
recursos considerados en la Bundesberggesetz de 
13 de agosto de 1980 (BBergG, en adelante), 
como bergfreie Bodenschätze o “minerales li- 
bres”, que son los únicos que requieren autoriza- 
ción previa para su investigación y explotación. 
La explotación de las demás sustancias, denomi- 
nadas grundeigene Bodenschätze, se atribuye al 
propietario del suelo, son actividades que se de- 
jan a la libre decisión de la propiedad superficia- 
ria y se rigen, salvo las excepciones que la propia 
ley establece, por las normas del BGB. 

Quizas pudieran esbozarse las razones por 
las que el Derecho alemán no ha publificado sus 
recursos minerales, al contrario de lo que ocurre 
con las grandes vías fluviales de navegación o 
con las autopistas estatales, que se declaran pro- 
piedad de la Federación (arts. 89 y 90 de la 
Constitución alemana, GG en adelante). Incluso, 
la Constitución alemana contiene un precepto 
según el cual, “el suelo, los reclcrsos naturales y 
los medios de producción pueden, mediante ley 
que regule la forma y el alcance de las indemni- 
zaciones y con un fìn de socialización. ser de- 
clarados de propiedad colectiva o incluidos 
bajo otra7 formas de economía socializada” 
(art. 15 GG). De este modo, los recursos mine- 
rales podrían ser objeto de propiedad estatal 
(como en el sistema derogado de la RDA) y es- 
tarían bajo el control directo del Estado, incluso 
explotados directamente por este. Ahora bien. 
aunque podría haberse producido esa “apropia- 
ción” en manos del Estado, el Derecho alemán 
no conoce la categoría del dominio público o de 
la propiedad pública. 

Para profundizar en estas cuestiones será 
preciso recordar en este momento las bases de la 
teoría alemana de las Ojfentliche Sachen. La dis- 
cusión se centra en una alternativa básica entre 
dos formas de configurar los derechos públicos 
sobre las cosas. Una posibilidad consiste en en- 
tender que el Derecho público de cosas se cons- 
truye como un derecho igual, en su calidad y 
extensión. a la propiedad privada, esto es, como 
una auténtica propiedad (pero “pública”). La 



otra opción reside en considerar que el poder 
público sobre las cosas no es sino un derecho 
real limitado, una servidumbre pública 
(Dienstbnrkeit des ö#entlichen Rechts). Pues 
bien. en Alemania ha triunfado esta segunda op- 
ción. a partir de una concepción unitaria del de- 
recho de propiedad. El sistema alemán no reco- 
noce una propiedad pública distinta de la 
propiedad civil, sino una única propiedad. siem- 
pre civil, aunque pueda estar afectada a diversas 
finalidades públicas. Para la mayoría de la doc- 
trina, la propiedad solo puede ser privada, nunca 
pública, y la protección frente a las agresiones 
encuentra suficiente cobertura en el Derecho ci- 
vil y en las reglas de la propiedad privada. Por 
eso, las i#eentiiche Sachen pueden regirse por 
las reglas del Derecho privado mientras el fin 
general que cumplen y al que están afectadas no 
se vea desfigurado: sobre ellas recae una simple 
servidumbre administrativa, en lo que se ha 
dado en llamar “propiedad privada modificada” 
(modiJziertes Priwteigentum). 

A Otto Mayer corresponde el esfuerzo (cali- 
ficado de “atrevimiento” por sus detractores) de 
haber intentado elaborar una teoría sobre la pro- 
piedad pública en Alemania a partir del concep- 
to francés del dominio público. Para este autor, 
la afectación produciría un “cambio definitivo” 
en la naturaleza de las cosas. que transforma lo 
que hasta entonces se encontraba en manos de 
propietarios privados en una propiedad pública. 
Otto Mayer abrazaba la idea de un “Derecho pú- 
blico de las cosas” y de la unidad de naturaleza 
de todas las cosas afectadas en tomo a la propie- 
dad pública, ya que la soberanía del Estado so- 
bre las cosas debía regularse y obtener protec- 
ción exclusivamente por el Derecho público. 
Aunque ha encontrado apoyos en algunas leyes 
de los Länder que sí declaran expresamente la 
propiedad pública sobre los lechos de agua, los 
diques y los caminos, sus tesis han sido siempre 
absolutamente minoritarias, 

La expresión “cosa pública” abarca un am- 
plio repertorio de objetos de naturaleza hetero- 
génea, pero identificables por dos notas esencia- 
les: la función de servicio al bien común y el 
régimen jurídico-público. Estamos ante bienes 
que, por estar destinados a un fin público me- 
diante afectación (Widmung), adquieren una po- 
sición jurídica especial. distinta de la de los de- 
mas objetos y, por tanto, un regimen 
configurado tanto por el ordenamiento jurídico 
privado. como por el Derecho público que a 
aquel se superpone (concepción dualista). Como 
se ve, uno de los elementos fundamentales re- 
sulta aquí también, como en la teoría del domi- 
nio público, la afectación a un fin público, El 
régimen jurídico de la cosa pública no se ad- 

quiere por el simple hecho de servir al bien co- 
mún, sino por un acto legislativo o administrati- 
vo especial que destina los bienes al fin público 
que deben cumplir. 

Uno de los primeros interrogantes que se 
plantea la teoría alemana de las ólffeentliche Su- 
chen es si el concepto civil de “cosa” sirve tam- 
bién para el Derecho administrativo. llegando a 
la conclusión de la diferente extensión que este 
concepto tiene en el Derecho público. Según la 
doctrina mayoritaria, para el Derecho público no 
es válido el concepto de cosa definido en el $90 
BGB, porque incluye necesariamente la nota de 
corporeidad. Las cosas, como objeto de Derecho 
público, no necesitan ser corporales. Esto signi- 
ficaría que el espacio aéreo (más allá del ámbito 
de dominio del propietario del sueloj, la energía 
eléctrica o el mar abierto también son objetos 
para el Derecho público. Por otro lado, las nor- 
mas sobre relaciones jurídico-reales de carácter 
privado no resultan necesariamente aplicables a 
las cosas públicas. Y así, frente a la regla según 
la cual las partes esenciales de una cosa partici- 
pan del destino jurídico de la cosa principal 
($93 BGB), no rige para las tientliche Sachen, 
donde el régimen público puede atribuirse solo a 
la cosa principal. Tampoco las reglas de la acce- 
soriedad civil ($97 BGB) rigen para las cosas 
públicas. Es más, una agrupación de cosas inde- 
pendientes o una universalidad pueden llegar a 
formar una única cosa pública. como sucede con 
los caminos o las plazas que se extienden sobre 
más de un inmueble, o con los libros que forman 
parte de una biblioteca pública. 

Hay que aclarar que, desde luego, el sistema 
vigente de “prohibición con reserva de autoriza- 
ción” no se opone ni es incompatible con la ca- 
tegoría de las cosas públicas. En otras palabras, 
ni la construcción de las Offentliche Sachen ni la 
instauración de un sistema autorizatorio público 
presuponen una publicatio del objeto interveni- 
do, pues se admite que este sea objeto de pro- 
piedad privada. Ambos tienen como finalidad 
primordial reforzar el protagonismo del Derecho 
público, pero de forma bien distinta a nuestra 
teoría de la propiedad pública. bien mediante un 
régimen jurídico-público que se superpone a la 
propiedad privada sobre la cosa. bien mediante 
un control público de la actividad que ordene el 
acceso a los aprovechamientos. con independen- 
cia de su propiedad. 

Sin embargo, ambos sistemas son tambien 
perfectamente diferenciables. 

Mientras que la llamada “prohibición con re- 
serva de autorizaci6n” afecta a determinadas ac- 
tividades de los particulares que quedan prohibi- 
das o limitadas en aras de ciertos intereses 
públicos, en el caso de las tifentliche Sachen 



son las mismas cosas las que se destinan direc- 
tamente al cumplimiento de una finalidad públi- 
ca, con independencia de que, posteriormente, el 
acceso a determinados usos de las mismas se 
realice a través de un sistema autorizatorio pú- 
blico, como ocurre con las aguas. 

En realidad, la BBergG no parece tener como 
una de sus preocupaciones fundamentales la de- 
terminación de la propiedad de los yacimientos 
minerales y demás recursos geológicos. Su finali- 
dad primordial es “regular la investigación y ia 
explotación de los recursos minerales para ga- 
rantizar la seguridad del mercado de materias 
primus” (0 1.1” BBergG), sin que en ningún mo- 
mento se establezca la propiedad estatal de los 
recursos. Como se verá más adelante, la generali- 
dad de la doctrina y la jurisprudencia estima que 
los recursos minerales son res flullius suscepti- 
bles de apropiación particular. Precisamente, los 
títulos mineros que otorga el Estado permiten a 
sus titulares apropiarse de los recursos concedi- 
dos por ocupación, según las reglas civiles para 
la adquisición de la propiedad. 

Con estos precedentes, no parece descabella- 
do plantear si las minas podrían calificarse 
como öffenrliche Sachen en el sistema alemán, 
con el contenido y límites que a este concepto 
asignan la doctrina y la jurisprudencia, ya que 
existirían argumentos para considerar que son 
también objeto de una “propiedad modificada” o 
limitada por una servidumbre pública. Y así, en 
virtud de la afectación a los fines establecidos 
en la BBergG, fundamentalmente la seguridad 
en el suministro de materias primas, la llamada 
“propiedad minera”, tanto sobre los minerales 
“del suelo” como sobre los recursos cuya explo- 
tación requiere autorización previa, se encuentra 
sometida a unas reglas jurídico-públicas que li- 
mitan la aplicación de las normas de Derecho 
privado. Se trata de normas referentes a la plani- 
ficación, a la protección del medio ambiente o a 
la seguridad de las explotaciones, que, en defi- 
nitiva, restringen la capacidad de disposición 
del supuesto “propietario minero”. 

Ahora bien, hay un dato ineludible, y es que, 
al parecer, nadie en la doctrina alemana ha afir- 
mado que las minas sean cosas públicas, pese a 
que se ha reconocido la creciente publificación 
del Derecho minero a partir del sistema autori- 
zatorio público y de la planificación introduci- 
dos por la BBergG. Además, la BBergG silencia 
la conceptuación formal de los yacimientos; no 
existe un acto jurídico de afectación que otorgue 
a estos bienes un régimen jurídico-público, ni 
legislativo, ni administrativo. Y pese a que no es 
menos cierto que tampoco la Wasserhaushalts- 
geserz de 12 de noviembre de 1996 (WHG) esta- 
blece el carácter de “cosa pública” de las aguas, 

y que pese a ello la doctrina sostiene unánima- 
mente que las aguas son tif’jentliche Sachen. 
creo que entre la ordenación jurídica de las mi- 
nas y de las aguas existen diferencias fundamen- 
tales que permiten negar la definición de cosa 
pública para las primeras. 

La diferencia esencial radica en el reconoci- 
miento de verdaderos derechos subjetivos a la 
investigación y la explotación de los recursos 
minerales libres, frente a la discrecionalidad que 
caracteriza el otorgamiento de las autorizaciones 
sobre las aguas, amén de que existen explotacio- 
nes mineras auténticamente privadas que ni si- 
quiera están sometidas a un sistema autorizato- 
rio público. 

Indudablemente, la hipotética inclusión de 
las minas en la categoría de las Oflenrliche Sa- 
chen abriría un nexo de unión interesante entre 
los modelos español y alemán. Porque, pese a la 
extendida tesis de que la concepción francesa 
del dominio público se contrapone radicalmente 
a la concepción alemana de las Ofleenrliche Sa- 
chen, ambas muestran no pocos elementos co- 
munes. No es muy distinta la tipología de bienes 
que cumplen directamente funciones públicas y 
están sometidos a un régimen jutídico-público o 
que. de un modo indirecto, cumplen funciones 
públicas. Tanto en el sistema alemán como en el 
español se aprecian muy semejantes tipologías 
de bienes, según una gradación de la interven- 
ción pública en función de su intensidad que re- 
cuerda mucho a la “escala de la demanialidad” 
de Duguit. 

En primer lugar, tanto las tiffentliche Sachen 
como el dominio público consisten en una cate- 
goría de bienes que se encuentran afectados a un 
fin público mediante acto jurídico, legislativo o 
administrativo. En ambos modelos, el someti- 
miento de las cosas a un régimen jurídico-público 
tiene su origen en un derecho real de naturaleza 
jurídico-pública, La distinción radica en que la 
titularidad del Estado sobre las ¿$entliche Sa- 
chen se define como un derecho o señorío real 
limitado, como una servidumbre pública y, en 
nuestro sistema, se trata de un derecho real pleno 
como la propiedad (si bien esta tesis está dejando 
de ser mayoritaria, si atendemos al debate entre 
las tesis funcionalistas y tesis propietarisfas, por 
todos conocido). Para nosotros, el poder jurídico 
real que recae sobre las cosas de dominio público 
es exclusivamente una propiedad (pública). Por 
el contrario, el régimen jurídico-público que ca- 
racteriza a las tfjenrliche Sachen puede recaer 
sobre cosas de propiedad privada, solo que esta 
propiedad queda gravada por una servidumbre de 
Derecho público que crea un señorío jurídico-pú- 
blico sobre la cosa y constriñe a su vez las facul- 
tades jurídico-privadas del propietario. 



En segundo lugar, existen bienes de propie- 
dad privada de titularidad de una persona jurídi- 
co pública, sometidos a las reglas del Derecho 
civil como auténticas propiedades privadas, Ila- 
mados bienes patrimoniales o Finanzvermögen. 
Efectivamente, las cosas públicas se contrapo- 
nen al llamado patrimonio financiero de la Ad- 
ministración porque, frente al servicio directo 
que prestan aquellas, el patrimonio financiero 
solo sirve a la comunidad de forma indirecta o 
mediata. a travCs de sus rendimientos, utilizán- 
dose con criterios económicos y, por ello, total- 
mente sometido a las reglas del tráfico jurídico 
privado. Las cosas que pertenecen al patrimonio 
financiero no están, pues, incorporadas al siste- 
ma jurídico administrativo. Como tampoco lo 
están las cosas que cumplen de hecho una finali- 
dad pública sin que exista un acto administrati- 
vo de afectación. como los parques o los museos 
privados (ratsdchlich ii&entliche Sachen). 

El entrecruzamiento entre ambos sistemas y, 
por tanto, sus similitudes, se pone de manifiesto 
en otros rasgos comunes. Por ejemplo, si bien es 
verdad que las O;ffentliche Sachen pueden ser ob- 
jeto de propiedad privada y hallarse en manos de 
particulares. la realidad nos muestra que la mayor 
parte de las mismas se encuentran en poder de 
una Administración (son propiedades privadas de 
titularidad de una Administración pública), y que 
incluso la doctrina tiende a afirmar la “necesi- 
dad” de que determinadas cosas se encuentren en 
manos públicas mejor que en poder de los parti- 
culares (sin dejar de reconocer una propiedad pri- 
vada sobre todas ellas). Así. Papier ha llegado a 
afirmar que “no es casualidad que la aceptación 
legal de la “propiedad pública” se haya produci- 
do hasta ahora únicamente en un sector concreto 
de las cosas públicas: el de las cosas destinadas a 
un uso común, en las cuales quien ejerce el poder 
público sobre la cosa debe ser también el propie- 
tario (privado) de la misma”. La Constitución 
alemana atribuye al Estado la propiedad de las 
grandes vías de agua navegables y de las carrete- 
ras y autopistas que pertenecían al Reich (artícu- 
los 89 y 90 GG), todas ellas a su vez Oflenrliche 
Sachen de uso común. 

También en un sistema de dominio público 
los bienes de propiedad privada pueden encon- 
trarse condicionados por ciertos derechos de na- 
turaleza real no plenos, limitativos del dominio 
(servidumbres públicas) o de preferencia adqui- 
sitiva (derechos de tanteo y retracto), o bien por 
simples y puras limitaciones. iTienen naturaleza 
demanial esos derechos reales limitados que re- 
caen sobre la propiedad privada? Si la respuesta 
fuese afirmativa, la contraposición entre el mo- 
delo demanial y el de las tiflentliche Sachen se 
difuminaría notablemente. Sin embargo, la ma- 

yor parte de la doctrina circunscribe el dominio 
público al derecho de propiedad, considerando 
que esas titularidades públicas de carácter real 
no tienen carácter demanial. 

Ahora bien, para los autores alemanes, la 
teoría de la propiedad privada modificada ten- 
dría la ventaja práctica de poder determinar una 
posición unitaria para todas las cosas públicas. 
Indudablemente, el reconocimiento de una pro- 
piedad “pública” exclusiva del dominio público, 
al lado de una propiedad “privada” de la Admi- 
nistración (bienes patrimoniales) o de los parti- 
culares introduce una distinción que resulta arti- 
ficial o inútil -recuérdense las críticas a los 
esfuerzos de Mayer- para un sistema que, por 
razones históricas, solo reconoce una única pro- 
piedad civil. Esta falta de unidad ha sido reco- 
nocida incluso en el seno de los propios siste- 
mas basados en el dominio público, donde 
surgen críticas que inciden en la inconveniencia 
de seguir manteniendo la dualidad de regímenes 
entre un patrimonio administrativo “privado” y 
una propiedad “pública” o demanial. 

Por lo que aquí interesa, partiendo de una 
realidad inexcusable, como es la falta de publi- 
ficación de los yacimientos en el sistema ale- 
mán, un estudio comparativo debe orientarse ha- 
cia la resolución de las siguientes cuestiones: 
qué te’cnicas son exclusivas de un sistema de 
intervención basado en el dominio estatal de los 
yacimientos, y cuáles son propias de un sistema 
que toma como eje una intervención sobre la 
actividad a través de una reserva de autoriza- 
ción jurídico-pública. 

Análisis que nos llevará a la conclusión de 
que el dominio público de los recursos minera- 
les no significa sino una prohibición general de 
acceso a los aprovechamientos con reserva de 
autorización reglada, y que la intervención ad- 
ministrativa adopta tknicas muy similares. 
Ahora bien, precisamente por su diferente punto 
de partida. creo que puede afirmarse que el De- 
recho español es profundamente incongruente, 
ya que, en mi opinión, no consigue armonizar 
coherentemente los principios del dominio pú- 
blico minero con la intervención pública en las 
fases de la actividad extractiva. 

4. CRÍTICA DEL VIGENTE SISTEMA 
DE CLASIFICACIÓN EN SECCIONES 

Considero que el vigente sistema de clasifi- 
cación en secciones provoca una inexplicable, 
ficticia y voluble ruptura entre explotaciones 
mineras. 

Ello trae como efecto pernicioso que impor- 
tantes explotaciones mineras, especialmente las 
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de la sección A). “rocas”, terminan circulando 
por los cauces del Derecho privado y sin control 
de las Administraciones mineras, poniendo en 
peligro otros bienes jurídicos como la protec- 
ción ambiental. 

El conflicto surge, sobre todo, a la hora de 
delimitar las secciones A) y C), porque se hace 
depender de un criterio de difusos contornos 
como es el del “escaso valor económico y co- 
mercialización geográficamente restringida” 
(art. 3.1” L.Mi). Todo ha dependido, pues, de la 
interpretación que el Gobierno estatal ha dado a 
esta expresión legal “escaso valor económico y 
comercialización geograficamente restringida”. 

4.1. LA SECCl6N A): CRITERIOS DE CLASIFI- 

CACIÓN 

Actualmente, la norma que delimita las sus- 
tancias de las secciones A) y C) es el Real De- 
creto 10711995, de 27 de enero (artículo 1.1.). 

El Tribunal Supremo, en su STS de 2 junio 
1998 (RJ. 1998. 5712) concluye que pertenecen 
a la sección C) todos los recursos que se desti- 
nen a la fabricación de hormigones, morteros y 
reboques. aunque “su aprovechamiento único 
sea el obtener fragmentos de tamaño y forma 
apropiados para su utilización directa en obras 
de infraestructura, construcción y otros usos que 
no exijan más operaciones que las de arranque, 
quebrantado y calibrado”. 

En general, puede decirse que el Real Decre- 
to contiene una regla general de inclusión en la 
sección C) cuando la explotación supera ciertos 
límites económicos, como si en esos casos fuera 
indiferente que su utilización fuera directa y no 
requiriera ninguna transformación. Con ello, la 
clasificación habría pasado a depender de crite- 
rios fácilmente variables que corren el riesgo de 
quedar desfasados. 

4.2. EL CRITERIO IURISPRUDENCIAL. ESTA- 
BLECIMIENTO DE CRITERIOS GENERALES 

DE CLASIFICACIÓN BASADOS EN LA IM- 

PORTANCIA ECONÓMICA DEL RECURSO 

El Tribunal Supremo suele establecer reglas 
generales sobre la clasificación de cada recurso, 
comprobando las características de la explota- 
ción industrial surgida en torno al recurso mine- 
ral (técnica empleada, destino de la producción. 
valor anual en venta, número de obreros contra- 
tados y comercialización). Así determina su in- 
serción en una u otra sección y, por tanto, la 
aplicación del régimen jurídico particular de 
cada una. 

Lo curioso es que esta comprobación no se 
realiza caso por caso. adaptándose a las caracte- 

rísticas de cada explotación industrial. sino con 
carácter general, fijando criterios de clasifica- 
ción para cada recurso mineral [SSTS de 4 no- 
viembre 1998 (RJ. 1998, 10131). 22 octubre y 
21 octubre 1998 (RJ. 1998, 9062 y 10128), entre 
otras]. 

5. FALTA DE COORDINACIÓN ENTRE 
LAS ADMINISTRACIONES COMPE- 
TENTES 

5.1. URBANISMO Y MINAS 

La ordenación de los usos del suelo y, por 
supuesto, del subsuelo, es objeto de competen- 
cias urbanísticas y, desde esta perspectiva, las 
explotaciones mineras suponen un obstáculo im- 
portante a la acción municipal. 

Dos 6rdenes distintos de problemas esencia- 
les afectan a las relaciones entre la minería y el 
urbanismo: 

5.1.2. En primer lugar, la intervencián de 
las autoridades municipales en el con- 
trol de las actividades mineras, a través 
de las correspondientes licencias urba- 
nísticas y de actividad 

En este punto puede decirse que las activida- 
des extractivas están obligadas a someterse al 
control de las autoridades urbanísticas munici- 
pales (STS de 17 noviembre 1998 (RJ. 1998, 
9332). 

La obligación de agotar todas las licencias 
exigibles se recoge ya con rotundidad en la le- 
gislación básica de régimen local (arts. 58.2 y 
84.3 LRBRL), después de las últimas reformas 
derivadas del Pacto Local. si bien seguirá siendo 
foco de conflictos. 

Para evitar contradicciones, las Comunida- 
des Autónomas deberían ofrecer siempre el trá- 
mite de audiencia a los municipios afectados en 
los procedimientos para la concesión de títulos 
mineros. 

5.1.3. En segundo lugal; limitaciones opro- 
hibiciones impuestas a las actividades 
extractivas por el planeamiento urbanís- 
tico 

La jurisprudencia más reciente ha dado pre- 
valencia a las prescripciones del planeamiento 
urbanístico sobre las explotaciones mineras 
(STS de 6 mayo 1998 (RJ. 1998, 3617). El Tri- 
bunal Supremo afirma, además, que el Proyecto 
de Restauración aprobado por la Administración 
minera “no puede sustituir a la valoración que 



se haga desde el punto de vista urbanístico: más 
aún. (,.,) desde el punto de vista urbanístico 
puede ser conveniente prohibir cualquier tipo de 
actividad extractiva. por imponerlo la defensa 
de toda una categoría de suelo”. 

5.2. MEDIO AMBIENTE Y MINAS 

Uno de los mayores problemas que se pre- 
sentan, desde el punto de vista ambiental, es la 
falta de coordinación entre los órganos compe- 
rentes en materia de minería y los órganos am- 
bientales. Con excesiva frecuencia se otorgan 
los títulos mineros sin haber sopesado adecua- 
damente la negativa incidencia que la explota- 
ción de los recursos tendrá sobre la protección 
ambiental, o bien, los planes anuales de labores 
y los planes de restauración se aprueban sin un 
riguroso control. casi de forma rutinaria. 

Ello es debido a que el ordenamiento no es- 
tablece mecanismos apropiados de colaboración 
y coordinación interadministrativa. 

5.2.1. El plan de restauración 

El Tribunal Supremo, aunque tímidamente, 
ha reconocido la prioridad de la protección am- 
biental, exigiendo con firmeza la necesaria con- 
currencia de estos planes de restauración, como 
en la reciente e interesante STS de 17 mayo de 
1999 (RJ. 1999, 4148), en la que se trataba de 
dilucidar la validez del otorgamiento de una 
concesión minera sin la aprobación simultánea 
del plan de restauración. Pues bien, ajuicio del 
Tribunal Supremo, la legislación minera “no 
permite que la Administración otorgue conce- 
siones de explotación sin la previa aprobación 
de los planes de restauración, cuando estos sean 
necesarios” (FJ. 8”). 

5.2.2. Evaluación de impacto ambiental 

Aunque la normativa estatal sigue anclada 
en la técnica del plan de restauración, lo cierto 
es que en los últimos años se han potenciado 
otros instrumentas de protección, en especial, la 
Evaluación de Impacto Ambiental. 

La reciente Ley 16/2002. de Prevención y 
Control Integrados de la Contaminación, ha crea- 
do una “autorización ambiental integrada” que 
afecta parcialmente a las explotaciones mineras. 

5.2.3. Rejlexiones en torno a los aspectos 
jurídico-administrativos de la catástrofe 
ambiental de Doñana 

En 1998 nuestro país sufrió uno de los peo- 
res desastres ecológicos de los últimos años, el 

vertido tóxico en Doííana procedente de la mina 
de Aznalcóllar, cuyos protagonistas han sido, 
precisamente, las actividades extractivas y la 
protección del medio ambiente. Estas difíciles 
relaciones entre la minería (sobre todo la que se 
realiza a cielo abierto y las canteras) y la protec- 
ción ambiental se han caracterizado por la falta 
de coordinación administrativa (se habla incluso 
de vacío legal), así como por la desidia de las 
Administraciones, que no reaccionan hasta que 
el daño es irreparable. Porque, icómo pudo au- 
torizarse la explotación de una mina a escasos 
kilómetros de un Parque Nacional. cuando aque- 
lla vierte peligrosos residuos en un río que des- 
emboca en el Parque‘? Los problemas a resolver 
no son fáciles: las actividades extractivas son 
industrias de emplazamiento limitado Cjusta- 
mente en el yacimiento), y tradicionalmente se 
ha primado la explotación de las minas “afectas 
al fomento de la riqueza nacional” sobre la pro- 
tección del medio ambiente. Ademas. la Ley 22/ 
1973, de 21 de julio, de Minas (LMi. en adelan- 
te) tiene ya 30 años y no se ha adaptado a las 
necesidades ambientales sino a base de “par- 
ches” parciales, amén de las dificultades jurídi- 
cas para amoldarse al reparto competencia1 deri- 
vado la Constitución española. 

La declaración de “todos los yacimientos na- 
turales y demás recursos geológicos” como bie- 
nes de dominio público (art. 2 LMi.) no ha po- 
tenciado un aprovechamiento racional de los 
mismos ni el equilibrio de todos los recursos 
naturales. La historia más reciente de la minería 
española se ha centrado en una lucha lenta, pero 
progresiva, por introducir “frenos” ambientales 
a la incondicionada explotación intensiva de los 
recursos. La doctrina (Martín Mateo) se ha mos- 
trado partidaria de que la declaracibn de domi- 
nio público sirva para potenciar la protección 
ambiental, pero justo lo contrario parece predi- 
carse para los recursos minerales. donde la de- 
claración de dominio público obedece a una vo- 
luntad por potenciar su explotación industrial. 

HarC un somero recorrido por los “puntos 
negros” de la normativa de protección ambiental 
en el concreto sector de la minería, porque qui- 
zás así podamos extraer consecuencias intere- 
santes. 

a) La correcta interpretación de ese “equi- 
librio” entre la protección del medio 
ambiente y el desarrollo económico 

La promulgación de la Constitución española. 
que otorga al Estado competencia sobre “legisla- 
ción básica sobre protección del medio ambiente” 
(art. 149.1.23) y “bases sobre régimen minero y 
energético” (art. 149.1.25). no sirvió para que el 
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legislador estatal se hiciese eco de la necesidad 
de dictar normas específicas que resolvieran los 
conflictos entre las actividades extractivas y el 
medio ambiente. Fue la Comunidad catalana la 
que, amparándose en su competencia sobre “nor- 
mas adicionales de protección”, dictó la primera 
norma específica sobre la materia: la Ley 12/ 
1981, de 24 de diciembre, de protección de espa- 
cios de especial interes natural afectados por acti- 
vidades extractivas. 

A pesar del vacío legal existente, imputable 
al legislador estatal, la Ley catalana fue objeto 
de recurso de inconstitucionalidad, que dio oca- 
sión al Tribunal Constitucional de pronunciarse 
sobre las relaciones entre medio ambiente y de- 
sarrollo económico en su conocida Sentencia 
6411982. de 4 de noviembre: 

“no puede considerarse como objetivo pri- 
mordial y excluyente la explotación al máxi- 
mo de los recursos naturales, el aumento de 
la protección a toda costa, sino que se ha de 
armonicar la utilización racional de esos re- 
cursos con In protección de la naturaleza, 
todo ello para el mejor desarrollo de la per- 
sona y para asegurar una mejor calidad de 
vida. Estas consideraciones son aplicables a 
las industrias extractivas como a cualquier 
otro sector econdmico y supone, en conse- 
cuencia, que no es aceptable que exista una 
prioridad absoluta del fomento de la repro- 
ducción minera frente a la protección del 
medio ambiente” (F.J.2). 

El Tribunal Constitucional es partidario, 
pues, del equilibrio entre los intereses en con- 
flicto; equilibrio que corresponde definir al le- 
gislador competente en cada caso concreto. 
Ahora bien, ;cabe deducir de ahí que, una vez 
que se ha optado por la declaración formal de 
una zona del territorio nacional como espacio 
natural protegido, el medio ambiente va a per- 
manecer siempre como valor superior y preva- 
lente? En mi opinión, la declaración de un espa- 
cio natural protegido según la legislación sobre 
espacios naturales implica la elección del legis- 
lador por la protecciún del medio ambiente y, 
consecuentemente, no parece lógico replantear 
cuál de los dos objetivos +I desarrollo econó- 
mico o la protección del entomw va a prevale- 
cer: la elección está implícita en la declaración 
de cada espacio natural. Con ello quiero decir 
que las previsiones contenidas en la normativa 
sectorial sobre espacios naturales deben preva- 
lecer sobre cualquier objetivo que pueda alegar- 
se, sea el desarrollo economice o cualquier otro. 
Una vez que el legislador ha optado por la de- 
claración de espacio protegido, resulta absurdo 

plantearse una nueva ponderación de intereses 
(aunque no es una opinión unánime, ni en la 
doctrina ni en la jurisprudencia). Se defiende, en 
definitiva, una disociación entre los intrumentos 
protectores establecidos en las leyes de minas y 
la garantía especial que supone la declaración 
de un espacio natural protegido. 

h) Una Ley de Minas escasamente preocu- 
pada por el medio ambiente 

La tutela del medio ambiente es un derecho 
constitucionalmente reconocido (artículo 45.2 
de la Constitución). Sin embargo, la LMi. con- 
tiene escasas previsiones acerca de la protección 
del medio ambiente (véanse sus artículos 5.3, 
17.2, 20.2.a). 33.2, 66, 69 y 110). Principalmen- 
te. el artículo 5.3 LMi. se limita a senalar que el 
Estado “realizará estudios para fijar las condi- 
ciones de protección del ambiente. que serán 
imperativas en el aprovechamiento de los recur- 
sos objeto de esta Ley”. 

En la actualidad, las difíciles relaciones en- 
tre la minería y la protección ambiental se en- 
cuentran reguladas por los Reales Decretos 
299411982, de 15 de octubre, sobre restauración 
del espacio natural afectado por actividades mi- 
neras, y 1116/1984. de 9 de mayo, sobre restau- 
ración del espacio natural afectado por las ex- 
plotaciones de carbón a cielo abierto. La 
ptimera duda que debe resolverse es si estas 
normas tienen o no carácter básico. Al respecto, 
el Preámbulo del R.D. ll 16/1984 considera que 
“los planes de explotación y de restauración se- 
ñalan su contenido mínimo, esto es, básico, pu- 
diendo las Comunidades Autónomas que posean 
competencias legislativas al respecto establecer 
normas adicionales de protección”. 

cj Un laberinto de competencias concu- 
rrentes 

En el caso de Doiiana se han puesto de mani- 
fiesto con especial crudeza las dificultades para 
determinar las Administraciones responsables en 
este tipo de conflictos. La cuestión no es fácil 
de resolver, puesto que -como otras tantas ve- 
ces- estamos ante una materia en la que concu- 
rren competencias de distintas Administraciones 
a traves de muy diferentes técnicas jurídico-ad- 
ministrativas. Habrfa que determinar que rela- 
ción de prevalencia existe entre las autorizacio- 
nes mineras concedidas por la Administración 
sectorial competente y las previsiones estableci- 
das por la ordenación física del territorio en or- 
den a la regulación de los usos del mismo, cuan- 
do (como en Doñana) se produce una situación 
de conflicto entre todas estas determinaciones, 



cuestión que en absoluto aclara el ordenamiento 
vigente. Parece claro que deben concurrir todas 
las autorizaciones necesarias, pero esta afirma- 
ción no soluciona los conflictos de descoordina- 
ción, superposición y falta de control adminis- 
trativo. 

Por un lado, el desarrollo de las actividades 
mineras está sometido a previa autorización o 
concesión de explotación (art. 2 LMi.). que co- 
rresponde otorgar hoy a las distintas Adminis- 
traciones autonómicas a través de los órganos 
competentes en materia de industria. Sin embar- 
go. no debemos olvidar que el Estado es el titu- 
lar de todos los recursos minerales y demás re- 
cursos geológicos, que la LMi. declara “bienes 
de dominio público”, y que a 61 corresponde 
dictar las normas básicas sobre régimen minero 
(art. 149.1.25” de la Constitución). 

Por otro lado, cualquier afección de las acti- 
vidades mineras en otras regulaciones sectoria- 
les (aguas, montes, espacios naturales, urbanis- 
mo) requiere la concurrencia de las 
autorizaciones oportunas y, por ende, de la par- 
ticipación de todas las Administraciones impli- 
cadas (local. autonómica y estatal). 

Ante las lagunas, dispersión y descoordina- 
ción que caracterizan hoy las relaciones de las 
Administraciones con la protección del medio 
ambiente, sería conveniente articular un proce- 
dimiento conjunto para el otorgamiento de auto- 
rizaciones mineras en el que se garantizara la 
intervención de todas las instancias administra- 
tivas implicadas, en orden a otorgar la mayor 
seguridad jurídica y evitar el posible desapode- 
ramiento al que puede dar lugar la actuación au- 
tónoma de alguna de las administraciones inte- 
resadas. 

Es necesario que las explotaciones de yaci- 
mientos queden sujetas a las previsiones que se 
establezcan en los Planes Urbanísticos, aunque 
se echa en falta la previsión de alguna habilita- 
ción legal específica que determine los instru- 
mentos de ordenación adecuados para establecer 
determinaciones relativas a la compatibilidad o 
no de las exlotaciones de yacimientos con la or- 
denación de los usos del suelo establecida por 
dichos Planes. Sin perjuicio de ello, la adecua- 
ción entre las actividades mineras y la ordena- 
ción urbanística parece del todo necesaria si no 
se quiere dejar vacías de contenido algunas de 
las previsiones propias de los planes. 

dl Demasiadas explotaciones mineras que 
circulan al margen del derecho adminis- 
trativo 

Pese a la declaración de que todos los yaci- 
mientos minerales y demás recursos geológicos 
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son bienes de dominio público, muchas explota- 
ciones mineras se desarrollan todavía sin la ne- 
cesaria autorización y control de las Administra- 
ciones públicas. A ello coadyuva la 
circunstancia de que la propia LMi. permite a 
los propietarios del suelo desarrollar importan- 
tes explotaciones mineras (las de la sección A), 
normalmente denominadas canteras) que en la 
práctica permanecen exentas de control admi- 
nistrativo, o bien, este se limita al otorgamiento 
de la correspondiente “autorización de explota- 
ción” (art. 17 LMi.), desentendiéndose la Admi- 
nistración a partir de entonces de cualesquiera 
incidencias de la explotación. 

A mi juicio, el control administrativo sobre 
estas pequeñas explotaciones mineras, que en 
su mayor parte se realizan a cielo abierto (ha 
llegado a hablarse incluso de “minifundismo” 
minero) resulta imprescindible para garantizar 
una correcta protección del medio ambiente. Se 
propone, de lege ferenda, que la futura ley de 
minas elimine o limite ese “derecho” de los 
propietarios del suelo a disponer de las explo- 
taciones mineras por el simple hecho de locali- 
zarse en sus fundos, sustituyéndolo por una 
simple legitimación para solicitar la concesión 
administrativa. 

e) Una arraigada concepción de las políti- 
cas de protección del medio ambiente 
como algo “ornamental” 

En nuestro país, parece evidente que el De- 
recho ambiental es elegante, viste, queda bien. 
pero no se toma en serio, sigue considerándose 
“ornamental”. En el fondo, apenas si se conside- 
ra como un asunto de gobierno que pueda y 
deba resolverse con urgencia, de ahí que se 
preste a servir como arma arrojadiza contra los 
oponentes políticos. El bochornoso espectáculo 
ofrecido por las autoridades administrativas en 
la catástrofe del Parque Nacional de Doñana 
(Junta de Andalucía, Ministerio de Medio Am- 
biente: ipara qué sirve un Ministerio de Medio 
Ambiente si en estos casos se declara “incompe- 
tente”?) demuestra que, en efecto, la protección 
del medio ambiente sigue siendo un simple desi- 
deratum sin contenido, al menos en el sector de 
la minería, tradicionalmente exento de todo con- 
trol administrativo que no fuera la autorización 
o concesión previa de actividad. 

Cuando se consiga eliminar la necesaria vin- 
culación entre “minería” y “fomento de la rique- 
za nacional”, priorizando la protección del me- 
dio ambiente a través de un procedimiento 
coordinado con participación de todas las Admi- 
nistraciones implicadas para el otorgamiento de 
los títulos mineros, se estará en el camino co- 
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rrecto hacia un “aprovechamiento racional” de 
todos los recursos naturales. 

f) A la búsqueda de responsabilidades 

Quizás sea esta “la pregunta del millón”: 
iquién es el responsable de la catástrofe de Do- 
ñana? Evidentemente, por aplicación del recono- 
cido principio de “quien contamina paga”, sobre 
la empresa explotadora de la mina de Aznalcóllar 
debe recaer el grueso de la responsabilidad. pues 
la contaminación suele ser una consecuencia del 
intento de rentabilizar actividades económicas, 
abarantando los costes. En este sentido, el artícu- 
lo 8 1 LMi. establece que “todo titular o poseedor 
de derechos mineros reconocidos en esta ley sera 
responsable de los daños y perjuicios que ocasio- 
ne con sus trabajos”. Responsabilidad que podría 
ser penal. puesto que el Código Penal castiga al 
que, contraviniendo las disposiciones de carácter 
general protectoras del medio ambiente. realice 
directa o indirectamente vertidos en las aguas te- 
rrestres (art. 325 Cp.). 

Pero, por supuesto, no podemos obviar las 
responsabilidades en que hayan podido incurrir 
las Administraciones públicas competentes. En 
primer término, la Administración autonómica 
es la principal responsable del otorgamiento de 
las concesiones de explotación de carácter mi- 
nero, pero el Estado, como titular del dominio 
público minero, tiene también competencias 
para potenciar un mayor control medioambiental 
de las explotaciones mineras (cotos mineros 
obligatorios, reservas mineras). Además, habría 
que analizar el estado de la tramitaci6n de las 
necesarias autorizaciones de vertidos que exige 
la Ley de Aguas de 1985. En definitiva, parece 
abonado el campo para la aplicación del precep- 
to del Código Penal que castiga a la autoridad o 
funcionario público que, a sabiendas. hubiere 
informado favorablemente la concesión de li- 
cencias manifiestamente ilegales que autoricen 
el funcionamiento de las industrias o actividades 
contaminantes (art. 329 Cp.). 

Partiendo del dato añadido de que desde el 
año 1994 se habían sucedido las denuncias acer- 
ca del gravísimo estado en que se encontraba la 
balsa de lodos de la mina, debemos destacar que 
la Administración autonómica podía haber insta- 
do la caducidad de la concesión minera por in- 
cumplimiento de las labores de restauración 
(art. 86 LMi.), así como la suspensión provisio- 
nal de los trabajos (art. 116.2 LMi.), incluso ha- 
ber ejecutado las labores de restauración con 
cargo a la fianza a la que obligan los Reales 
Decretos sobre restauración de espacios afecta- 
dos por actividades extractivas (art. 5.2 RD 
299411982). 

6. LAGUNAS DEL PROCEDIMIENTO 
PARA EL OTORGAMIENTO DE TÍ- 
TULOS MINEROS Y EN LA INSPEC- 
CIÓN DE LAS EXPLOTACIONES MI- 
NERAS INACTIVAS 

Es necesario reformar el procedimiento para 
el otorgamiento de los títulos mineros. Si la fina- 
lidad del sistema concesional es que la Adminis- 
tración pueda elegir a “los sujetos más capaces y 
con mayores garantías” para que “la actividad se 
cumpla en el sentido que más convenga al interés 
público”, la concesión y el resto de títulos mine- 
ros deben abandonar los rasgos típicos del dere- 
cho real, que los configuran en la actualidad. 

6.1. PLANTEAMIENTOS GENERALES DE RE- 
FORMA 

Creo que sería muy conveniente, además de 
eliminar el sistema de clasificación en secciones 
y los derechos subjetivos de los propietarios del 
suelo, generalizar procedimientos con mayores 
garantías de participación, publicidad y de con- 
currencia competitiva, matizando la regla histó- 
rica de la prioridad temporal. 

Vista la descoordinación que caracteriza a 
estas relaciones interadministrativas, sería con- 
veniente articular un procedimiento conjunto 
para el otorgamiento de títulos mineros en el 
que se garantizara la intervención de todas las 
instancias públicas implicadas, en orden a otor- 
gar la mayor seguridad jurídica y evitar el posi- 
ble desapoderamiento al que puede dar lugar la 
actuación autónoma de alguna de las Adminis- 
traciones interesadas. 

6.2. CADUCIDAD E INACTIVIDAD DE LAS 
CONCESIONES MINERAS: EL PROBLEMA 
DELASMINASABANDONADAS 

La existencia de títulos mineros inactivos o 
abandonados se debe, entre otros factores, a la 
falta de control por parte de las Administracio- 
nes mineras competentes, que no los declaran 
formalmente caducados, e incluso desconocen 
su existencia por no llevar actualizados los Re- 
gistros Mineros. 

Tres grandes bloques de problemas afectan a 
la que he denominado “petrificación” o “patri- 
monialización” de derechos mineros inactivos o 
abandonados: 

a) Conflictos competenciales vinculados con la 
necesidad de coordinar políticas territoriales 
en el mismo espacio físico. 

b) Las exigencias indemnizatorias de sus titula- 
res cuando entran en juego políticas de desa- 



rrollo territorial (afectación a infraestructu- 
ras, planes de protección ambiental, etc). 

c) Los riesgos de desprendimientos y contami- 
nación ambiental, que ponen en serio peligro 
bienes jurídicos como la protección ambien- 
tal o la protección de la salud y la seguridad 
públicas. 

Una reciente sentencia de la Sala de lo Con- 
tencioso-administrativo del TSJ de Aragón, de 9 
de julio de 2001. ha puesto de relieve la existen- 
cia de numerosos derechos mineros inactivos y 
abandonados, en contra del ordenamiento jurídi- 
co vigente. Se trata de títulos mineros que, en 
manos de pocas empresas y con una finalidad 
meramente especuladora. suponen una gravísi- 
ma rémora para el desarrollo de determinadas 
políticas públicas (de ordenación territorial, pla- 
nificación económica, protección ambiental, 
etc.). Aunque esta sentencia no es firme y está 
pendiente de recurso ante el Tribunal Supremo, 
será brevemente comentada como reflejo de la 
que puede considerarse una auténtica “petrifica- 
ción” o “patrimonializaci6n” de derechos mine- 
ros en situación irregular. 

La sentencia tuvo una fuerte repercusión en 
los medios de comunicación, ya que ha conse- 
guido paralizar las obras de ampliaci6n de la 
estación de esquí de Formigal. Obras que vienen 
enfrentando desde hace tiempo a los represen- 
tantes de grupos ecologistas con el Ayuntamien- 
to y las empresas de servicios, para quien la es- 
tación de esquí constituye su mayor fuente de 
ingresos y el principal polo de atracción turísti- 
ca de la zona. 

La problemática jurídica de las explotacio- 
nes mineras abandonadas constituye, además, 
una laguna tradicional de nuestro Derecho mine- 
ro que, salvo aisladas previsiones, no contempla 
estas situaciones anómalas. 

En contraste, nuestro país vecino Francia ha 
promulgado una normativa específica encabeza- 
da por la Ley 99-245, de 30 de marzo, relativa a 
la responsabilidad en materia de daños causados 
por una explotación minera y a la prevención de 
riesgos mineros despu& del final de la explota- 
ción. Otros ordenamientos jurídicos, como el 
alemán, se ocupan ampliamente de los proble- 
mas derivados del abandono de las explotacio- 
nes (Moreu Carbonell: 2000), lo que hace toda- 
vía m5s incomprensible la pasividad del 
legislador español. 

Pues bien, en el supuesto enjuiciado en la 
citada sentencia, el Ayuntamiento de Sallent de 
Gállego (Huesca) y la empresa Formigal S.A. 
habían firmado un Convenio de Colaboración 
para la ampliación de la estación de esquí de 
Formigal. convenio que fue impugnado por los 

titulares de tres concesiones mineras de carbón 
afectadas por la futura ampliación. Pues bien, 
aunque el núcleo del conflicto se orienta a deter- 
minar si se han producido irregularidades proce- 
dimentales en el Convenio suscrito, en relación 
con la ocupación de un monte catalogado y el 
procedimiento seguido para la adjudicación, la 
sentencia contiene algunas afirmaciones sobre 
los efectos de la inactividad de las concesiones 
mineras que merecen ser destacadas. 

En el Fundamento Segundo se expone, en 
efecto, la tesis de la Administraci6n municipal en 
el sentido de no considerar como “interesados” a 
los concesionarios mineros, “atendida la situa- 
ción de absoluta irregularidad administrativa en 
que se encuentran, sin autorización definitiva 
para ocupar el monte. habiéndose excedido en la 
explotación sobre la concesión, no han abonado 
el canon anual al Ayuntamiento, han incumplido 
(...) el contenido mínimo de los planes de explo- 
tación y restauración en explotaciones de carbón 
a cielo abierto, se ha vulnerado la normativa para 
preservar el medio ambiente”. Pues bien, esta si- 
tuación irregular conduciría -en opinión del 
Ayuntamiento- a que “la concesión debe enten- 
derse caducada o inexistente jurídicamente”. 

A mi juicio, puede legítimamente aceptarse, 
como concluye la Sala en el fallo, que los titula- 
res de las concesiones mineras ostentan la con- 
dición de interesados en el procedimiento. No 
obstante. la sentencia deja intuir la tolerancia de 
la Administración minera hacia concesiones mi- 
neras que, como se desprende del informe sobre 
el plan de restauración elaborado por el órgano 
ambiental autonómico (reproducido en el F.J. 3” 
de la sentencia), se encuentran en situación irre- 
gular y resultan incompatibles con “una activi- 
dad turística que posee las autorizaciones perti- 
nentes” como es el complejo de esquí de 
Formigal. La propia Sala se ve obligada a afir- 
mar que la legitimación de los recurrentes pro- 
cede “sin perjuicio del futuro devenir de la con- 
cesión por los incumplimientos alegados por la 
recurrida” (F.J. 3). 

Este panorama ha propiciado que la vigencia 
de numerosas concesiones mineras dependa de 
la simple voluntad de sus titulares, bien porque 
esperan a que mejore el mercado de ciertos re- 
cursos, o bien, simplemente. para crear un en- 
torno defensivo que impida a otros la explota- 
ción. Incluso, bajo una concesión minera podía 
ocultarse un verdadero aprovechamiento de 
aguas subterráneas. 

6.3. PROPUESTASDEFUTURAS REFORMAS 

1. Para evitar una proliferación de recursos mi- 
neros inactivos o explotaciones que se desa- 
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rrollen en contra de la legislación minera es 
necesario un buen conocimiento de la situa- 
ción jurídica de los títulos mineros otorga- 
dos. actualizando los Registros Mineros, así 
como un eficaz servicio de inspección mine- 
ra que persiga la regularización de estas si- 
tuaciones anómalas. 
Una vez actualizado el conocimiento del es- 
tado jurídico de los derechos mineros en las 
Comunidades Autónomas con competencias 
en minería, puede requerirse a los titulares 
de derechos mineros que se encuentren para- 
lizados sin autorización para que, en el plazo 
de seis meses, reanuden sus trabajos, advir- 
tiCndoles de que. de no ser así, se declararán 
caducados. Si la paralización es reiterada no 
hará falta el requerimiento previo. 
Los titulares que cuenten con autorización 
minera deberán ser requeridos a la finaliza- 
ción del plazo de la misma para que justifi- 
quen documentalmente las circunstancias de 
la paralización y, en caso de detectar una pa- 
ralización estructural y no simplemente co- 
yuntural, no debería autorizarse para, en su 
caso, proceder a la caducidad por incumpli- 
miento de las condiciones impuestas. 
La Administración minera competente puede 
y debe imponer, en el momento de renova- 
ción de los planes de labores y de restaura- 
ción. o bien en el momento de otorgar un 
título minero, las condiciones que estime ne- 

cesarias sobre desarrollo de los trabajos mi- 
neros, protección ambiental u otras, estable- 
ciendo expresamente la caducidad del título 
en caso de incumplimiento. 

BIBLIOGRAFÍA 

IUUCEDA MoRE~'o.J. (2001): Minería, medio am- 
biente y  ordenación del territorio. Civitas, 
Madrid, Pp. 313 y SS. 

LÓPEZ RAMÓN, F. (1995): Estudios jurídicos sobre 
ordenación dei &rritorío, Aranzadi. Pamplona, 
1995, p. 17. 

LÓPEZ RAMÓN (1987): “La planificacibn territo- 
rial”. RAP N” 114, pp. 127 a 176 

MOREU CARBONELL, E. (2001): Minas. Régimen 
jurídico de las actividades extractivas, Tirant 
lo Blanch.Valencia. 

MOREU CARBONELL, E (2000): “Régimen jurídico 
de las actividades extractivas en el Derecho 
alemán. Un sugestivo espejo para nuestra do- 
minio público minero”, RAP No 152 (2000). 

PÉREZ ANDRÉS. E.E. (1998): Lxi ordenación del 
territorio en el Estado de las Autonomías. 
Marcial Pons, Madrid, p. 19. 

YOLKA. P. (2000): “Nouvelles perspectives du 

Droit minier: la Loi No 99-245. du 30 mars 
1999”, CJEG ND 561, pp. 1 y SS. 


